PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTICULO 1º: Las comprobaciones  de  infracciones de  tránsito  en las que se utilicen radares fotográficos y/o equipos de medición cinemométricos, que se realicen en las vías públicas sometidas a la jurisdicción provincial, quedarán sujetas a las disposiciones y especificaciones establecidas por la presente Ley. 

ARTICULO 2º: La utilización de radares fotográficos y/o equipos de medición cinemométricos para la comprobación de infracciones sólo podrá ser realizada por la Policía Bonaerense y por los funcionarios que al efecto designen la Dirección de Vialidad, la Dirección de Transporte, y las Municipalidades. Las mismas se realizarán desde Puestos Fijos de Fiscalización Electrónica de Tránsito o desde Puestos Móviles de Fiscalización Electrónica de Tránsito.

En ningún caso dichas comprobaciones podrán ser delegadas o concesionadas en personas o empresas, ajenas a la estructura funcional de las instituciones o reparticiones mencionadas en el párrafo anterior.

ARTICULO 3º: Las Municipalidades que pretendan realizar dichas comprobaciones deberán comunicar a la Autoridad de Aplicación que el Poder Ejecutivo designe para la presente ley. 

En todos los casos, la comunicación preindicada se instrumentará mediante convenio celebrado entre el Municipio y la Autoridad de Aplicación, cumplimentando los siguientes requisitos:

1.- Individualización de los funcionarios o inspectores de tránsito que estarán habilitados para la utilización del cinemómetro y para la comprobación de infracciones, los que deberán acreditar la capacitación recibida al efecto;

2.- Detalle de los radares o equipos de medición y comprobación (cinemómetros) a utilizar en las comprobaciones a realizar, con las respectivas constancias de inscripción en el Registro de la ley N° 19511 y certificados de habilitación expedidos por la Secretaría de Industria, Comercio y Minería de la Nación conforme con los requisitos de la Resolución 753/98 de dicho organismo.

3.- Ordenanza Municipal mediante la cual se autoriza al Intendente a la firma del Convenio respectivo, y que contenga una manifestación de liberación de responsabilidad civil derivada de la colocación o utilización de radares a favor de la Provincia y de sus organismos.

4.- Constancia de aprobación de la cartelería de señalización vertical y ubicación de carteles por parte de la Dirección Provincial de Vialidad, conforme al Sistema Nacional Unificado de Señalamiento establecido en el Anexo “L” de la Ley 24449. Asimismo, en la zona señalizada no podrán existir otros carteles verticales de información o publicidad que obstaculicen la que alerta el control de velocidad.

La reglamentación podrá establecer otros recaudos que no se opongan o contradigan con los indicados y, en todos los casos, especificará los plazos y condiciones en que se deberán cumplir los recaudos previstos en este artículo.

ARTICULO 4º: La Policía Bonaerense, la Dirección de Transporte y la Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires podrán disponer la realización de operativos de control de infracciones de tránsito mediante la utilización de radares fotográficos y/o equipos de medición cinemométricos a través del dictado de una resolución por parte de la máxima autoridad de las respectivas reparticiones, la que deberá hacerse pública con treinta (30) días de antelación como mínimo. 

Dicha resolución deberá acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los incisos 1, 2 y 4 del Artículo anterior, detallará las zonas y/o regiones, los distritos o las vías de circulación a controlar, y establecerá el período en el que se extenderá el operativo de control a realizar.

ARTICULO 5º: Los Puestos de Fiscalización Electrónica de Tránsito, tanto los Fijos como los Móviles, deberán instalarse tras un trecho recto de quinientos (500) metros como mínimo. Similar distancia mínima deberá separarlos de:

a) Fin de curvas horizontales de radio menor a dos mil (2000) metros,

b) Puentes de ancho útil menor al ancho del pavimento más banquina,

c) Intersecciones viales o cruces ferroviarios,

d) Crestas de curvas verticales agudas,

e) Valles de curvas verticales agudas o de cortas calzadas de aproximación,

f) Cambios de tramos con distintas características de calzada o diseño geométrico,

g) Cabeceras de pistas de aviación.

ARTICULO 6º: Cuando se comprobare una infracción de tránsito mediante la utilización de radares fotográficos y/o equipos de medición cinemométricos, el automovilista infractor será detenido antes de transcurridos los primeros diez (10) kilómetros posteriores a los efectos de ser informado de la misma.

ARTICULO 7º: La Autoridad de Aplicación de la presente ley creará y llevará actualizado un Registro de los Puestos de Fiscalización Electrónica de Tránsito habilitados para su funcionamiento, tanto de los Puestos Fijos como de los Puestos Móviles vigentes o en curso de realización, el que será público y podrá ser consultado en la página del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires en la red Internet. 

Dicho registro contendrá también los datos identificatorios de los equipos con que cuenta cada Puesto de Fiscalización, y detallará las respectivas disposiciones autorizantes emanadas por la Secretaría de Industria, Comercio y Minería de la Nación.

ARTICULO 8º: Únicamente tendrán  aplicabilidad  las comprobaciones de infracciones de tránsito que se realicen utilizando radares o equipos de medición y comprobación (cinemómetros) que cuenten con la disposición autorizante vigente emanada por la Secretaría de Industria, Comercio y Minería de la Nación, u organismo y/o repartición que en el futuro lo sustituya, conforme a la Resolución Nº 753/98 reglamentaria de la ley nacional 19.511 de Metrología. 

Los instrumentos utilizados deberán emitir, como mínimo, dos imágenes distintas por cada contravención, las que serán mantenidas en forma digitalizadas en un archivo por el plazo de vigencia de la causa que originen. Una de ellas será incorporada a la notificación remitida al presunto infractor.

ARTICULO 9º: Los fabricantes, importadores o representantes proveedores de los instrumentos de medición y comprobación (cinemómetros), deberán inscribirse en el Registro de Proveedores de Cinemómetros que a tal efecto funcionará en el ámbito de la Autoridad de Aplicación de la presente ley, debiendo constituir domicilio legal en la provincia.


ARTICULO 10º: Sólo se podrá aplicar sanción por infracciones por exceso  de velocidad detectadas y comprobadas mediante la utilización de radares o cinemómetros cuando el vehículo supere en un cinco (5) por ciento la velocidad máxima permitida en el lugar, conforme a las velocidades máximas establecidas por el Artículo 77 de la Ley 11430 (Código de Tránsito de la Provincia de Buenos Aires - T.O. Dec. 690/03 y Modificatorias), tipificándose a las mismas conforme a la clasificación de los artículos 111, 112, 113, 114, y 115 de la misma.

ARTICULO 11º: Las infracciones por exceso de velocidad, se sancionarán conforme a las estipulaciones de los Títulos VII y VIII de la ley 11430 (Código de Tránsito de la Provincia de Buenos Aires - T.O. Dec. 690/03 y Modificatorias).


ARTICULO 12º: El Acta de Comprobación de infracciones por exceso de  velocidad se ajustará a lo establecido en la ley 11430, debiendo contener como mínimo:

a) Nombre y domicilio de la Municipalidad o repartición que emita el acta;

b) Lugar exacto de la comprobación, fecha con día y hora con minuto de la presunta infracción;

c) Naturaleza y circunstancia de la misma (descripción de la falta);

d) Velocidad máxima permitida en el lugar;

e) Velocidad registrada del vehículo en Km/h;

f) Dominio, marca y tipo de vehículo;

g) Nombre y apellido, domicilio, número de documento de identidad y número de licencia de conductor del infractor;

h) De corresponder también, datos del titular de dominio del vehículo;

i) Identificación de equipos utilizados para el control indicando marca, modelo y número de serie; nombre o razón social y dirección del fabricante o importador; número de inscripción en el registro establecido por el Artículo 18 de la Ley 19.511; código de aprobación del modelo; el organismo, entidad o empresa que lo calibra y el N° de disposición autorizante emanada por la Secretaría de Industria, Comercio y Minería de la Nación de acuerdo a las previsiones de la Resolución Nº 753/98 y concordantes; todo ello, bajo pena de nulidad;

j) La disposición legal presuntamente infringida;

k) Sanción prevista para la falta cometida;

l) Imagen del vehículo al momento de la infracción, con identificación del dominio;

m) Firma, con aclaración del nombre, apellido y documento de identidad, del Inspector del Tránsito que labró el acta;

n) Firma del infractor; su falta no será causal de nulidad, debiéndose dejar constancia de los motivos de su ausencia;

o) Asimismo, en el anverso del mismo se detallarán los derechos que asisten a los automovilistas, las obligaciones de quienes realicen los controles de tránsito, y toda otra circunstancia que pudiera ser controvertible en relación con la aplicación de esta ley.


ARTICULO 13º: El acta labrada en la forma establecida en el artículo 10º de la presente, será considerada como plena prueba de la responsabilidad del infractor, salvo prueba en contrario.

Deberán ser declaradas nulas por las autoridades que tengan a su cargo el juzgamiento de las infracciones aquellas en las cuales las actas contravencionales hubieran sido confeccionadas en violación a lo prescripto en la presente.

ARTICULO 14º: Los gastos administrativos originados por la tramitación, notificación y procedimiento de sanción, en ningún caso podrán  exceder el cinco por ciento (5%) del monto inicial de la multa.


ARTICULO 15º: El procedimiento administrativo de juzgamiento contravencional por la comisión de infracciones de tránsito deberá ajustarse a los principios procesales básicos establecidos en la ley 11430 (Código de Tránsito de la Provincia de Buenos Aires - T.O. Dec. 690/03 y Modificatorias), asegurando la bilateralidad de la audiencia y el derecho de defensa del presunto infractor.


ARTICULO 16º: La prueba fotográfica obtenida a través del sistema de control de velocidad mediante cinemómetros regulado en la presente ley podrá ser controvertido por el presunto infractor por cualquier medio técnico probatorio a su costo y cargo.


ARTICULO 17º: Toda notificación al infractor deberá hacerse por medio fehaciente y dentro de los sesenta (60) días corridos de la comisión de la infracción, en forma tal que permita el conocimiento cierto por aquél. 

Las notificaciones se reputarán válidas siempre que se efectúen al domicilio indicado en el acta de infracción. La constancia de recepción de la notificación tendrá fuerza de citación suficiente para comparecer ante el juez en el lugar y plazo que indique.

ARTICULO 18º: La Autoridad de Aplicación deberá implementar una masiva campaña de difusión de la presente Ley, la que se extenderá durante noventa (90) días como mínimo.

Durante esos primeros noventa (90) días de vigencia de la ley, las comprobaciones  de  infracciones de  tránsito  en las que se utilicen radares fotográficos y/o equipos de medición cinemométricos que se realicen en las vías públicas sometidas a la jurisdicción provincial, sólo tendrán carácter educativo y preventivo, no pudiendo generar actuaciones o sanciones a partir de las mismas.

ARTICULO 19º: De forma.

FUNDAMENTOS

Argentina ostenta uno de los índices más altos de mortalidad producida por accidentes de tránsito: Unas 20 personas mueren por día, cerca de 7.000 muertos por año, y más de 120.000 heridos anuales de distinto grado, además de cuantiosas pérdidas materiales, que se estiman en unos 30.000 millones de pesos anuales.

Las estadísticas de accidentes fatales en las rutas bonaerenses son también, como se sabe, escalofriantes. La Asociación Civil Luchemos por la Vida nos informa que durante el año 2004 fallecieron 2927 personas a causa de uno de los casi mil accidentes de tránsito, ocurridos en el territorio provincial, sobre un total de 7137 decesos por esa causa producidos en todo el país, cifras que se mantiene sin grandes modificaciones desde 1995. Tanto en el índice de accidentología, como en el de vidas cobradas por los accidentes, nuestra provincia aporta el 40 % de los totales del país, por lo que debemos suponer que también aporta una proporción similar de las pérdidas materiales, y que su sistema de salud pública invierte también millonarias cifras en los requerimientos que resultan de la atención sanitaria de los accidentados.

La muerte a consecuencia de accidentes de tránsito castiga muy especialmente al sector juvenil de la población, constituyéndose en la primer causa externa (es decir ajena a las cuestiones de salud) de deceso de hombres entre 17 y 24 años, con el 73,4% de los decesos, y de las mujeres de igual edad con el 42,3%.

Una indubitable razón que contribuye a alcanzar estos guarismos, que a todos deben avergonzarnos y consternarnos, es la ausencia casi total del Estado en la realización de controles de tránsito para la prevención de los distintos factores que multiplican piramidalmente las posibilidades de accidentes, entre ellos el exceso de velocidad.

Hace pocos días atrás, esta Legislatura aprobó por octava vez una suspensión de los controles de tránsito en los que se utilicen radares o fotoradares para la detección de infracciones por exceso de velocidad, postergando una vez más una necesaria definición de fondo sobre los mecanismos de control vial en la jurisdicción bonaerense, definición que nos debemos desde que, en marzo de 1998, se aprobó la primera suspensión de los citados mecanismos en los controles de tránsito.

La sociedad ha expresado de muy diversas formas, y bajo distintas voces, su consenso acerca de la necesidad de reglamentar un sistema que permita el empleo de los referidos mecanismos contemplando las necesarias garantías para los automovilistas e impidiendo los abusos a los que son proclives la utilización de radares, pero poniendo fin a la ausencia de control de las rutas del territorio provincial. Y esta Legislatura no puede hacerse más la distraída y mirar hacia afuera cuando se habla de este tema ya que, claramente, nos corresponde a nosotros sancionar un régimen claro y equitativo que proteja a las diversas partes involucradas y que, por sobre todas las cosas, proteja el bien más preciado que se pone en juego en cada accidente de tránsito: la vida de los bonaerenses o de nuestros visitantes. 

El funcionamiento de los radares, como se sabe, ha sido implementado en numerosos países y en algunas jurisdicciones de nuestro territorio nacional, y ha dado resultados ponderables en la mayoría de los casos, constituyéndose en un verdadero factor de resguardo de la seguridad de tránsito y de la seguridad pública. Así, en España se agregan radares en forma diaria, lo mismo ocurre en Francia, donde los automovilistas reconocen los positivos resultados obtenidos a partir de su implementación y, día a día, reducen los guarismos de accidentes ocurridos, como lo informó recientemente la autoridad vial francesa dependiente del Ministerio de Transporte de aquel país.

Sin embargo, en su momento la utilización de dichos radares en nuestra Provincia provocó arduas controversias ya que fueron utilizados por algunos municipios bajo la sospecha de que el sistema se desvirtuaba en un afán meramente recaudador. Para colmo, esos municipios solían dar en concesión a empresas privadas la operación de esos radares y nadie verificaba que los controles se realizaran con la aparatología homologada conforme la Resolución 753/98 de la Secretaría de Industria, Comercio y Minería de la Nación. La Legislatura, entonces, dispuso una primera suspensión a la posibilidad de utilizar dichos radares con la idea de analizar, durante el tiempo de vigencia de esa suspensión transitoria, cuál sería la mejor solución para garantizar los controles de velocidad en las rutas sin afectar derechos ni garantías de los automovilistas. A partir de allí, tanto la Legislatura como el Gobierno Provincial, se han abstenido llamativamente de abordar la cuestión de fondo.

Resulta claro que este estado de absoluta precariedad normativa por la suspensión indefinida de la utilización de los radares lo único que propicia es la inseguridad vial y el peligro para los automovilistas y transeúntes bonaerenses. Por ello, recogiendo el desafío de llenar ese vacío normativo, pongo a consideración de esta Cámara la presente iniciativa que propone establecer un marco dentro del cual se desenvuelvan las autoridades provinciales y las autoridades municipales que resuelvan realizar controles de tránsito con la asistencia de los aludidos radares. 

La misma propone ante todo que se tengan por válidas únicamente las infracciones que se comprobaren con radares que cumplan estrictamente con las especificaciones que impone la Reglamentación Metrológica y Técnica de los Cinemómetros establecida mediante Resolución 753/98 de la Secretaría de Industria, Comercio y Minería del Ministerio de Economía de la Nación. De esta forma estaremos velando en defensa también de los automovilistas ya que dicha Resolución estipula puntillosamente los parámetros y los controles periódicos a que deben someterse los cinemómetros, garantizando de esa forma el correcto funcionamiento de los mismos.

Por otra parte, establece también la necesidad de que los Municipios, que se encuentran facultados por el Código de Tránsito para realizar controles de tránsito, comuniquen a la autoridad de aplicación la realización de tales controles cuando resuelvan realizarlos mediante la utilización de dichos radares o cinemómetros. Lo mismo estipula en relación con las reparticiones provinciales que actúan como Autoridad de Comprobación de infracciones, las que deberán hacer pública con antelación la decisión de realizar  controles con radares, detallando la zona, el corredor vial o los partidos que comprenderán dichos controles.

Asimismo, esta iniciativa propone la creación de un Registro de los Puestos de Fiscalización Electrónica de Tránsito que deberá ser publicado en la página oficial del Gobierno Bonaerense en Internet, y de un Registro de Proveedores de Cinemómetros.

Por las razones expuestas, les pido a los señores Diputados tengan la amabilidad de acompañar con su voto el presente proyecto.
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